
El 23M salimos a la calle en Defensa de lo Público  

El próximo 23 de marzo está convocada una 

manifestación en Defensa de los Servicios 

Públicos. Desde el sindicato co.bas venimos 

participando de esta Plataforma que trata de 

aunar todas esas luchas desde los distintos 

sectores y confluir en una manifestación que 

ponga de relieve el deterioro de los Servicios 

Públicos y sus privatizaciones, al igual que 

todos los ceses que se están produciendo en 

las distintas Administraciones Públicas que 

afecta tanto a los/as trabajadores/as del 

Sector Público como a la clase obrera en 

general.  

 Todos los recortes y privatizaciones que 

se llevan perpetrando desde hace décadas 

son un ataque contra los derechos y los 

salarios de la clase trabajadora, que de 

manera directa ve afectados todos los 

servicios; desde la limpieza en los hospitales 

públicos, la falta de personal, las derivaciones 

a centros privados en la Sanidad Pública, la 

segregación y los ratios en  las Escuelas 

Públicas, alquileres impagables…Toda una 

serie de recortes y privatizaciones que van 

mermando tanto nuestra propia vida, como 

nuestras capacidades materiales de 

existencia, ya que de manera indirecta los 

servicios privatizados suponen un coste extra 

para nuestros salarios.  

Por ello, desde el sindicato co.bas 

seguimos exigiendo unos SERVICIOS 100% 

PÚBLICOS Y DE CALIDAD; por unas 

pensiones a cargo de los presupuestos 

generales del Estado, la derogación de la Ley 

15/97 que permite la privatización en la 

Sanidad Pública, un parque público de alquiler 

de vivienda, la fijeza para todo el personal 

temporal e interinos/as de la Administración 

Pública, una Educación 100% Pública con 

menos horas lectivas y menos ratios por aulas, 

y no permita escuelas concertadas ni privadas 

que sólo generan  segregación dentro de la  

propia clase obrera.  

Y frente al intento del gobierno de acrecentar 

el gasto militar exigimos hoy que esos recursos 

se destinen a los gastos sociales. 

 Seguiremos luchando por la defensa de 

todos los Servicios Públicos como una 

defensa de nuestros propios salarios porque 

nos va la vida en ello. 

 Llamamos desde aquí a toda la afiliación 

de cobas y en especial a las/os delegados y 

a activistas a difundir la manifestación y 

acudir juntos/as a ella el próximo día 23 de 

marzo 



El proceso acelerado de privatización de los 

Servicios Públicos que se viene produciendo en 

los últimos años se inscribe dentro de una 

estrategia global del capitalismo, que tiene como 

objetivo la progresiva mercantilización del Sector 

Público. 

La Constitución Europea, dio cobertura al 

proceso de privatización al máximo nivel 

sustituyendo en su texto el concepto de 

«Servicios Públicos» por el puramente 

mercantilista de «Servicios de interés económico 

general».  

La estrategia global de privatización de los 

Servicios Públicos se apoya en gran parte en un 

proceso de manipulación ideológica con el 

siguiente objetivo: afirmar, sin posibilidad de 

réplica, que se debe reducir el tamaño del 

Sector Público; que el Sector Público asume 

indebidamente la provisión de bienes y servicios 

que debería prestar el mercado; que la empresa 

privada es más eficiente, frente a la ineficiencia 

y despilfarro de lo público; que se debe 

reconsiderar la necesidad del propio Estado del 

Bienestar y la función del Estado como 

redistribuidor de la renta y suministrador de los 

Servicios Públicos, con el objetivo final de 

privatizar la red de Servicios Públicos. 

Es en este sentido, donde se enmarca el 

Foro de debate "Experiencias de lucha y 

estrategias de coordinación", que se celebró 

el pasado 21 de febrero en la Casa Marx de 

Vallekas. Un Foro de debate donde participaron 

trabajador@s que vienen enfrentando y en 

algunos casos sufriendo, la privatización de 

algunos servicios esenciales como lencería, 

esterilización, etc. en el Hospital 12 de octubre y 

el Gómez Ulla. Un activista y docente de la 

Plataforma Menos Lectivas, una estudiante de 

FP, un docente universitario y activista en la 

UCM y por último nuestra compañera Maite 

Agredano, trabajadora del Sector Público, 

delegada del sindicato co.bas de Madrid y 

militante de Corriente Roja, que intervino 

también para aportar su visión sobre la lucha de 

los interinos y la alta temporalidad en la 

Administración Pública. 

Antonio 

Durante las intervenciones hubo coincidencia 

en como el desmantelamiento y deterioro de los 

Servicios Públicos, pone cada vez más en riesgo 

la salud y la propia vida de las personas y como 

el dinero destinado a la Educación Privada y 

concertada atenta contra la Educación Pública 

como dos derechos universales. También se 

puso en común la importancia del momento en 

hacer mucha pedagogía para acercar a los 

barrios obreros y los usuarios los conflictos 

laborales y la mejora de las condiciones de l@s 

trabajador@s, como la mejor garantía para 

defender la calidad de los Servicios Públicos.  

 Por último, se debatió las maneras y formas 

de coordinar y unificar las luchas, con la 

perspectiva de trabajar en la convocatoria de una 

Huelga General de todos los Servicios Públicos. 

El Acto terminó poniendo en valor a la clase 

obrera como sujeto social revolucionario, frente 

al actual reformismo que niega la existencia de 

las clases sociales y que mediante eufemismos y 

el lenguaje de la ciudadanía, pretende disolver 

ese sujeto social apoyándose en los sectores 

sociales oprimidos en la sociedad, alimentando 

las tendencias centrífugas que supone la 

construcción social de teorías “identitarias”. 

Frente al ataque a los Servicios Públicos 



No es la primera vez que en un sindicato de 

clase surge la cuestión de si el personal de las 

Administraciones Públicas se le podría 

considerar “clase obrera”. Este personal son 

trabajadoras y trabajadores cuyas tareas no 

generan plusvalor; y en el eje capital-trabajo, el 

Estado se sitúa en el polo del capital, y por tanto, 

todo su aparataje forma parte del mismo bloque. 
 

Pero también podríamos señalar que lo que 

determina si pertenecemos o no a la clase 

trabajadora es el lugar en el que nos situamos 

dentro de la cadena productiva. Y quienes 

requieren de la venta de su fuerza de trabajo 

a cambio de un salario, son, efectivamente, 

clase trabajadora. 
 

Ahora bien, es necesario hacer una distinción 

elemental entre la burocracia que parasita las 

altas instancias del Estado, incluyendo los 

cuerpos represivos que ejercen funciones 

coercitivas contra la población 

(fundamentalmente contra la clase trabajadora), 

y los trabajadores y trabajadoras que cumplen 

tareas con fines sociales, prestando servicios 

directos a la ciudadanía, al mantenimiento de 

infraestructuras o al cuidado del medio ambiente, 

es decir, al bien común. La segunda categoría 

debería considerarse, en nuestra opinión, 

netamente como parte de la clase trabajadora. 
 

Aclarado esto, aterricemos en la realidad 

laboral de la inmensa mayoría del personal 

público: temporalidad abusiva, salarios exiguos 

Se une a todo esto el envejecimiento de este 

personal, fruto de las limitaciones a la tasa de 

reposición, lo que se relaciona también con la 

tendencia a la amortización de plazas y 

privatización del empleo público. El resultado: 

miles de trabajadores y trabajadoras, 

aproximadamente un 70% mujeres, con edades 

entre 45 y 60 años y cargas familiares por 

ascendientes y descendientes, que cubren 

puestos infradotados, precarios, inestables y mal 

pagados. 
 

En los últimos años, en la Comunidad de 

Madrid y en todo el Estado, parte del personal 

público se ha levantado contra la inestabilidad y 

precariedad de sus empleos y los abusos de las 

Administraciones. Al igual que son las mujeres 

vanguardia en la mayoría de los movimientos 

sociales (ecologista, animalista, movimientos 

vecinales y sociales), han sido especialmente 

trabajadoras quienes han impulsado y 

liderado la lucha. Tanto desde asociaciones y 

plataformas de diversa índole, como dentro de 

sindicatos combativos, tenemos enormes 

ejemplos de compañeras que incluso han 

llegado al extremo de llevar a cabo huelgas de 

hambre y encierros.  
 

Todos estos años de lucha, sin embargo, han 

producido escasos resultados. Primero, 

(rozando el salario mínimo 

interprofesional), excesiva carga de trabajo, 

explotación por parte de superiores, abuso y 

maltrato institucional y laboral… Nada que 

no conozcamos ya por abundar en el 

empleo privado. Esto es tanto así en los 

sectores más visibles, como Sanidad y 

Educación, como en los menos visibles: 

mantenimiento, gestión administrativa, 

dependencia, etc. 
 

Con todo esto intersecciona una realidad 

fundamental: la mayor parte del personal 

público lo constituyen mujeres. 

Especialmente, las categorías inferiores 

están fuertemente feminizadas, siendo las 

relacionadas con los cuidados las más 

precarias, al igual que curre en el empleo 

privado. 

La construcción de la unidad de 

clase que perseguimos requiere 

identificar alianzas sociales, sin 

las cuales esa unidad es 

imposible 



debido a las resistencias, tanto de las 

Administraciones como de la judicatura, a 

adecuar las condiciones laborales del personal 

público a la normativa europea. Y segundo, y no 

menos importante, por la tendencia natural de la 

mayoría de estos trabajadores/as al 

conformismo y la inacción, fruto de décadas de 

paz social, desmovilización y desmoralización 

de la clase trabajadora en la 

defensa de sus derechos, lo que pesa 

enormemente en la respuesta institucional.  
 

La falta de conciencia de clase entre este 

personal, su casi general ajenidad hacia los 

movimientos sociales o vecinales, y, finalmente, 

una visión social generalizada que les 

conceptúa como individuos privilegiados por 

trabajar en condiciones (algo) menos precarias 

que las del empleo privado, hacen que se abra 

un abismo entre el común de la clase 

trabajadora y el personal público. 
 

Pero el discurso de la lucha del último contra 

el penúltimo supone entrar en la dinámica 

criminal que fomenta la clase dominante, en 

el “divide y vencerás”. En lugar de perseguir la 

reducción de los salarios del personal público a 

nivel de los salarios de la clase obrera, estos 

deberían 

elevarse para alcanzar a los primeros; en vez de 

precarizar las condiciones laborales del 

funcionariado, debería extenderse el derecho a la 

estabilidad en el resto de trabajadores/as; y así 

todo.  
 

La construcción de la unidad de clase que 

perseguimos requiere identificar alianzas 

sociales, sin las cuales esa unidad es imposible. 

Por tanto, es imprescindible tender la mano a ese 

personal público, fomentar la toma de conciencia 

por todo ese personal de que forman parte de la 

clase trabajadora, y favorecer su integración en 

los sindicatos  en  

los sindicatos 

combativos y el 

reconocimiento y 

acompañamiento 

a su lucha. 
 

Ese es el trabajo 

que tenemos por 

delante.  
 

¡Manos a la obra! 

 

Pilar y Maite 

Ante el asesinato de Belén Cortés, educadora social  

Desde el Sindicato co.bas, queremos 

expresar nuestra más profunda indignación y 

dolor por el trágico asesinato de nuestra 

compañera Educadora Social en un centro de 

menores en Badajoz.  

Este hecho no solo es una terrible pérdida 

humana, sino también un reflejo de las 

condiciones de precariedad y desprotección en 

las que las trabajadoras y trabajadores del 

ámbito social desarrollan su labor. Este 

asesinato se produce entre otras cosas, por la 

mercantilización y la precarización del sector 

social, donde una trabajadora se encontraba 

sola, sin compañeras/os (podría haberse 

evitado). Estas circunstancias son comunes 

dentro de nuestras profesiones donde existen 

Servicios Públicos en manos  

Desde la Coordinadora estatal del sindicato co.bas nos sumamos al comunicado de 

nuestras compañeras del Sector Social ante el asesinato de Belén Cortés.  

Cuando el abandono de 

las administraciones 

públicas y la privatización 

de los recursos nos cuesta 

la vida. La precariedad 

mata. 



de empresas privadas, donde sólo hay un 

profesional por turno para atender a más de 15-20 

personas con las problemáticas que éstas 

arrastran. 
 

Pero este riesgo y vulneración no es importante 

para las empresas ya que, lo único que buscan es 

el beneficio a coste de recortar los derechos 

laborales y el abandono de las personas que 

atendemos, todo ello con el beneplácito y 

complicidad de las Administraciones Públicas que 

pretenden abandonar el modelo de bienestar 

social para volver a la beneficencia y caridad. 
 

La Educadora Social asesinada dedicaba su 

vida a la protección y el acompañamiento de 

menores en situación de vulnerabilidad, una labor 

esencial para la construcción de una sociedad 

más justa y solidaria. Sin embargo, su asesinato 

nos obliga a denunciar las condiciones laborales 

indignas que enfrentan muchos profesionales del 

sector: falta de recursos, sobrecarga de trabajo, 

salarios insuficientes y sobre todo, una alarmante 

falta de medidas de seguridad para quienes 

desempeñan estas tareas. 
 

Este crimen no es un hecho aislado, sino la 

consecuencia de un sistema que precariza y 

desprotege a quienes trabajan en la primera línea 

de la intervención social. Las Administraciones 

Públicas y las entidades responsables de estos 

centros deben asumir su responsabilidad y 

garantizar condiciones laborales dignas y seguras 

para todas las personas que trabajan en este 

ámbito. 
 

Exigimos:  
 

1.- Depuración de Responsabilidades: Que se 

esclarezcan todos los hechos y que las 

 

 

personas responsables política y 

administrativamente sean cesadas de sus puestos 

de forma inmediata. 

2.- Medidas de seguridad urgentes: Que se 

evalúen los riesgos reales a los que nos 

enfrentamos en nuestros puestos de trabajo, para 

garantizar un trabajo de calidad y seguro, 

implantando protocolos de seguridad efectivos en 

todos los centros y servicios 

sociales, incluyendo la dotación de personal 

suficiente y la formación adecuada para prevenir 

situaciones de riesgo. 

3.- Que se establezcan ratios: de atención por 

profesional y disminución de plazas en 

“macrocentros”, para invertir en un modelo con 

centros más reducidos y que no se conviertan en 

guetos de exclusión. 

4.- Fin de la precariedad laboral: Que se 

mejoren las condiciones laborales de las personas 

que trabajan en el sector, con servicios públicos de 

gestión directa y no externalizada en empresas 

privadas, con salarios dignos, contratos estables. 

5.- Reconocimiento y apoyo al sector: Que se 

valore la labor esencial de las y los profesionales 

de la Intervención Social, dotándoles de los 

recursos necesarios para desempeñar su trabajo 

con dignidad y seguridad. 

 

Desde el Sector Social del Sindicato co.bas, nos 

solidarizamos con la familia, compañeras y 

compañeros de la Educadora Social asesinada, y 

reiteramos nuestro compromiso en la lucha por 

unas condiciones laborales dignas y seguras para 

todas las personas trabajadoras. No permitiremos 

que su muerte caiga en el olvido ni que se 

normalice la precariedad y el abandono en el 

sector. 

Manifiesto por un Sector 

Social digno y seguro 

Manifiesto extractado leído en la 

concentración del 13 de marzo 

Que trabajar no nos cueste 

la vida: la precariedad 

laboral en el Sector Social 

mata. 

Hoy alzamos la voz por el trágico asesinato de 

nuestra compañera María Belén el pasado 10 de 

marzo, en su puesto de trabajo. Este hecho ha 

puesto de manifiesto la alarmante precariedad 

laboral y riesgos psicosociales que enfrenta 

nuestro sector en España.  



Este trágico crimen no es un hecho aislado, sino 

el reflejo de unas condiciones laborales deficientes 

que ponen en riesgo tanto a los profesionales como 

a las y los menores que atendemos.  
 

Nuestro trabajo no puede ser sinónimo de 

inestabilidad, de precariedad, de falta de 

condiciones laborales dignas, en algunos casos 

llegando a la peligrosidad, ni podemos ejercerlo 

apoyado en la vocación o el sacrificio humano de 

quienes nos dedicamos a ello.  
 

Nuestro trabajo consiste, entre otras muchas 

funciones, en sostener, acompañar y educar a 

diversos grupos poblacionales pero 

paradójicamente, las profesionales de este sector, 

carecemos de sostén y respaldo de las instituciones, 

y muchas veces nos vemos expuestas a situaciones 

de máxima vulnerabilidad, y ya es hora de que esto 

cambie.  
 

Llevamos tiempo denunciando la insuficiencia de 

personal, la sobrecarga de trabajo, los contratos 

inestables, la falta de descanso entre turnos, turnos 

que en muchos casos sobrepasan las 12 horas, 

ratios que no permiten una intervención de calidad, 

el hecho de vernos obligadas a trabajar solas en 

turnos sin compañeras ni la presencia de personal 

de seguridad o sistemas de vigilancia en los centros 

que así se requiera. Tampoco contamos con el 

apoyo institucional que externaliza unos servicios de 

los que debería ocuparse para garantizar el 

bienestar social.  
 

Los riesgos psicosociales son una amenaza 

silenciosa: Amenazas, agresiones, estrés crónico, 

ansiedad, depresión y el agotamiento extremo están 

destrozando vidas. No basta con discursos vacíos ni 

con palabras de agradecimiento: necesitamos 

derechos, estabilidad, salarios justos y entornos de 

trabajo seguros. Pero sobre todo, necesitamos 

recursos. Recursos suficientes para que nuestro 

trabajo no dependa del esfuerzo sobrehumano de 

cada persona. Recursos que garanticen que cada 

intervención se realice con seguridad, tanto para 

quienes la reciben como para quienes la brindan. Es 

fundamental reducir la ratio de atención, porque no 

podemos seguir asumiendo cargas de trabajo 

inhumanas que nos impiden ofrecer un 

acompañamiento digno y seguro.  (…) 
 

La gestión indirecta y la mal denominada 

colaboración público-privada han llevado a un 

modelo precario, donde prima la rentabilidad 

económica sobre la calidad y la seguridad del 

servicio. (…)  
 

Asimismo, es urgente transformar el Sistema de 

Protección y Reforma, apostando por una 

intervención comunitaria y no punitiva.  

 

Necesitamos un modelo de intervención con 

menores en el que se ponga en el centro a la 

persona. La infancia y juventud requieren una 

intervención integral con un acompañamiento de 

calidad que garantice su desarrollo y protección 

frente a las circunstancias de vulnerabilidad a las 

que se enfrentan. No podemos permitir que la falta 

de recursos y la precarización del sector 

comprometan su bienestar y su futuro.  
 

Exigimos inversión en más personal, en 

infraestructuras adecuadas y en medidas de 

seguridad reales.  
 

No podemos seguir sosteniendo un sistema 

que nos consume hasta el límite y nos expone a 

riesgos inaceptables. Es urgente que las 

administraciones y las entidades asuman su 

responsabilidad y garanticen que el tercer sector 

no siga funcionando sobre la base de la 

precariedad y el peligro.  
 

Hoy nos unimos para decir basta. Basta de 

condiciones indignas, basta de instituciones que 

miran hacia otro lado, basta de normalizar el 

sufrimiento y la violencia contra quienes trabajan 

por el bienestar de los demás. Queremos justicia, 

respeto y dignidad para todas las personas que 

trabajamos en el tercer sector.  
 

Por un sector social que cuide a quienes 

sostienen, a quienes acompañan, a quienes 

facilitan una integración social.  
 

Con más recursos, con más seguridad, con 

más reconocimiento 



Unir el sector, dar 

continuidad y 

ampliar esta lucha. 
La concentración del pasado día 13 mostró 

tanto la indignación ante el asesinato de Belén 

como el hartazgo por la situación que vivimos 

las trabajadoras/es de este sector. 
 

En el momento de la publicación de este 

boletín está convocada una asamblea que 

esperamos sea lo mas concurrida posible, 

ayude a unificar esta justa lucha y sirva tanto 

para potenciar la manifestación del 23 de 

marzo en Defensa de lo Público, como para 

promover iniciativas de movilización que den 

continuidad a la lucha del sector.  

Este 8M (Día Internacional de la Mujer 

Trabajadora), participamos en un Bloque 

feminista, de clase y combativo junto con 

otras organizaciones, en la manifestación 

convocada en Atocha a las 12.00h.  
 

A pesar la lluvia, volvimos a las calles para 

exigir a las patronales y al gobierno “más 

progresista y feminista” de la historia, medidas 

reales para la protección de las mujeres 

víctimas de violencia, la depuración del 

sistema judicial herencia del franquismo que 

ejecuta sentencias que ponen en peligro a las 

víctimas y condena a militantes como “Las 6 

de la Suiza” a penas de prisión y multas de 

cientos de miles de euros por ejercer un 

sindicalismo combativo.  

Exigimos unas condiciones dignas laborales 

para las trabajadoras/as de la Red de 

Violencia, para las trabajadoras del SAD que 

están en plena lucha, para las cientos de miles 

de trabajadoras/as  de la Administración 

Pública que están  siendo cesadas de sus 

puestos de trabajo. 
 

Volvimos a las calles para dejar claro que sólo 

la unidad de la clase trabajadora y los 

colectivos más oprimidos por el sistema 

capitalista, pueden enfrentar a la derecha 

más reaccionaria. 
 

También salimos a las calles este 8M en 

solidaridad con el pueblo palestino que 

sigue siendo víctima de un genocidio 

televisado por el Estado sionista de Israel y 

todos sus cómplices, entre ellos la UE y el 

Gobierno del Estado español que sigue 

manteniendo relaciones diplomáticas y 

armamentísticas con Israel.  
 

Por ello, este 8M (Día Internacional de la 

Mujer Trabajadora) hemos inundado las 

calles junto con los/as estudiantes y la clase 

trabajadora, con todas las mujeres que 

luchan y como gratitud a las que lucharon, 

porque seguimos creyendo que la lucha contra 

las opresiones y los colectivos más 

oprimidos debe formar parte de la lucha de 

la propia clase obrera. 

8M: Crónica de la manifestación 



 

intereses de la deuda correspondientes al total 

del gasto militar” Sumando todas esas partidas, el 

presupuesto final en 2023 fue de 28.394 M€ y la 

aportación al PIB del 1,9%, muy cercano al 2%. 
 

Esgrimir la “amenaza rusa” o la “solidaridad 

con Ucrania” o “romper con la dependencia de 

EEUU” no son más que un intento de ocultar el 

gran negocio de las industrias de armamento, las 

energéticas y los bancos a los que estos 

gobiernos se deben, como demuestran los 

negocios que siguen firmando con la industria de 

armamento norteamericanas, los negocios con 

Putin y la entrega y el saqueo de Ucrania que 

están todos negociando. 
 

La Europa que debemos defender no es la de 

los ricos, las multinacionales y sus guerras, es la 

de los trabajadores/as y los pueblos. La lucha 

por esa Europa, por la solidaridad con el pueblo 

ucraniano pasa por abordar las soluciones desde 

una óptica de independencia de la clase obrera, 

desde el rechazo a apoyar planes militaristas, 

imperialistas, de saqueo y colonización de los 

pueblos. Ni un euro para la industria 

armamentista. 

 Gastos militares para gastos sociales. 

NO AL ARMAMENTISMO 

Entre 2014 y 2024, los diferentes gobiernos del 

PP y PSOE aumentaron el gasto militar, pasando 

éste de los 9.508 millones de euros en el 2014 a 

los 19.723 millones de euros del 2024, es decir 

10.215 millones de euros lo que supone un 

aumento del 107% (informe Instituto Elcano). El 

gasto en defensa pasó a representar el 1,28% del 

PIB, mientras se reitera lo ya afirmado por los 

gobiernos, el objetivo es llegar al 2% del PIB. 
 

Toda esta dinámica armamentista se ha visto 

acelerada tras la llegada de Donald Trump a la 

presidencia de EEUU, quien exige de sus aliados 

un aumento de un 5% del PIB en los presupuestos 

militares. 
 

Hay que señalar que los datos del gasto militar 

antes indicados son los oficiales atribuidos a ese 

concepto, pero en realidad, tal y como señalan 

desde colectivos como el Centre Delàs, hay más 

gastos militares “que se encuentran repartidos 

entre otros ministerios, como los costes 

de personal paramilitar de la Guardia Civil; los 

créditos en I+D militar que surgen desde el 

Ministerio de Industria; las misiones militares en el 

exterior y algunos créditos extraordinarios que se 

producen durante el año; y, por último, los   

Argentina: Milei reprime la gran movilización de apoyo a 

los jubilad@s  
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 La movilización que realizan todas las 

semanas en Argentina jubiladas y jubilados, fue  

acompañada, el miércoles 12 de marzo por 

sectores de sindicatos, hinchas de fútbol, 

estudiantes y trabajador@s. El gobierno del 

ultraderechista Javier Milei, en crisis, ordenó una 

salvaje represión para despejar las calles de 

Buenos Aires Capital Federal, lo que solo pudo 

conseguir después de más de tres horas de 

gases lacrimógenos, balas de goma, camiones 

de agua. Hay un herido grave y cientos de 

detenid@s. Por la noche ruidosos cacerolazos se 

hicieron sentir en varios barrios de la ciudad 

expresando el repudio contra el gobierno de Milei. 

A esto hay que sumarle la crisis por la estafa 

de las cripto monedas, lo que le valió a Milei la 

desconfianza hasta de much@s de sus propios 

votantes. 

Mientras en las calles miles de personas se 

movilizaban y las fuerzas represivas comenzaban 

a actuar, en el Congreso, diputados del Partido  

 de Milei, la Libertad Avanza, se peleaban a 

puñetazos entre ellos por los que dieron su apoyo 

para que se investigue la cripto estafa. La sesión 

terminó levantándose por falta de quorum, cuando 

se iba a tratar el tema de los jubilad@s (información 

Izquierda Diario Argentina). 
 

Desde aquí toda nuestra solidaridad y ánimo a 

las y los jubilados y a toda la clase obrera y la 

juventud argentina. 


